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Número UEC/DJEC/M/224/2017 
Palacio Legislativo, a 27 de Octubre de 2017 

 
Asunto: Criterios Jurisprudenciales Relevantes en las Publicaciones del Semanario 

Judicial de la Federación correspondientes al mes de Octubre de 2017. 
 
En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de 
Octubre de 20171, se publicaron los siguientes Criterios Jurisprudenciales Relevantes para 
la Unidad de Evaluación y Control: 
INICIO 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA. 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

FACULTADES RELACIONADAS CON EL EJERCICIO Y DISPOSICIÓN DE 
PARTICIPACIONES FEDERALES. NO PUEDEN SER OBJETO DE SUSPENSIÓN 
MEDIANTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN. SU OBJETO Y NATURALEZA 
JURÍDICA. 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN. CONTRA SU APROBACIÓN 
(DECRETO) POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE 
AMPARO. 

PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA. LA LEY FEDERAL RELATIVA 
ES INAPLICABLE A LOS PROCEDIMIENTOS DE FISCALIZACIÓN SEGUIDOS ANTE 
LA CONTRALORÍA GENERAL DEL OTRORA INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN. SU ADICIÓN O MODIFICACIÓN 
EN DETERMINADOS RAMOS NO CONSTITUYE UNA OMISIÓN LEGISLATIVA. 

 

RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, TRANSPARENCIA Y 
RENDICIÓN DE CUENTAS 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

DERECHO DE RÉPLICA DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS. PREVALECE EL INTERÉS 
DE LA SOCIEDAD DE RECIBIR INFORMACIÓN ACLARATORIA. 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LA DENEGACIÓN DE AJUSTES RAZONABLES, 
LA FALTA DE ACCESIBILIDAD EN EL ENTORNO FÍSICO Y LA RESTRICCIÓN EN EL 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA QUE SOLICITEN, CONSTITUYEN UNA 
CONDUCTA DISCRIMINATORIA QUE GENERA RESPONSABILIDAD 
ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS FEDERALES QUE LA 
COMETIERON. 

INSTITUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. NORMAS DE DERECHO INTERNO Y 
CONVENCIONALES QUE PUEDEN SUSTENTAR EL SENTIDO DE SUS FALLOS, 

                                                           
1 Los Semanarios se publicaron los días 6, 20 y 27 de octubre de 2017. 
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PARA PRIVILEGIAR LA SOLUCIÓN MÁS FAVORABLE AL EJERCICIO PLENO DEL 
DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DE LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 

INSTITUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. COMO AUTORIDAD DEL ESTADO, ESTÁ 
OBLIGADO A PROMOVER, RESPETAR, PROTEGER Y GARANTIZAR LOS 
DERECHOS HUMANOS, AL INTERPRETAR EL ORDEN JURÍDICO DE SU 
COMPETENCIA, FAVORECIENDO EN TODO TIEMPO A LAS PERSONAS LA 
PROTECCIÓN MÁS AMPLIA. 

 

ASUNTOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO DE URGENTE RESOLUCIÓN. LOS VICIOS EN SUS 
FORMALIDADES NO SON OPONIBLES EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN 
PLANTEADOS EN EL JUICIO DE AMPARO. 

 

CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

No se ubicaron publicaciones relacionadas con estas materias 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2015344  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de octubre de 2017 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.10o.A.48 A (10a.)  
 

FACULTADES RELACIONADAS CON EL EJERCICIO Y DISPOSICIÓN DE 
PARTICIPACIONES FEDERALES. NO PUEDEN SER OBJETO DE SUSPENSIÓN 
MEDIANTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
 
Del artículo 115, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
se advierte que lo relativo a las participaciones federales que deben cubrirse a los 
Municipios es un tópico de orden público, porque se rige por principios constitucionales 
como los de libre administración de la hacienda municipal y de integridad de los recursos 
federales; su finalidad es que los Municipios tengan libre disposición y aplicación de sus 
recursos y satisfagan sus necesidades sin estar afectados por intereses ajenos que los 
obliguen a ejercerlos en rubros no prioritarios o distintos de sus requerimientos reales. Por 
tanto, las facultades relacionadas con el ejercicio y disposición de participaciones federales 
no pueden ser objeto de suspensión mediante el juicio de amparo indirecto, pues en 
términos del artículo 50 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, 
la Auditoría Superior de la Federación tiene encomendada, directamente, la fiscalización de 
las participaciones federales, por lo que, conceder la suspensión, implicaría que, a través 
de la acción constitucional se otorgaran a los tribunales de la Federación funciones 
fiscalizadoras que no son de su competencia y, consecuentemente, se atribuiría a la medida 
cautelar un efecto que no le corresponde, lo que contravendría los artículos 107, fracción 
X, del Pacto Fundamental y 128, fracción II, de la Ley de Amparo, en perjuicio del orden 
público y del interés social. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Queja 223/2017. NL Technologies, S.A. de C.V. y otras. 9 de agosto de 2017. Unanimidad 
de votos. Ponente: Jorge Arturo Camero Ocampo. Secretaria: Sandra Paulina Delgado 
Robledo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2015446  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de octubre de 2017 10:37 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.8o.A.3 CS (10a.)  
 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN. SU OBJETO Y NATURALEZA 
JURÍDICA. 
 
El presupuesto mencionado tiene como objetivo fundamental el ordenamiento del gasto 
público, mediante la distribución y asignación de un determinado monto de recursos, 
estimado con base en los ingresos que se obtendrán por la recaudación de impuestos y la 
obtención de derechos. Es un acto formalmente legislativo, pero materialmente 
administrativo, porque desde su origen, el proyecto de presupuesto proviene del Poder 
Ejecutivo Federal y su estructura, en general, no cambia por el hecho de que la Cámara de 
Diputados lo apruebe en sus términos o lo modifique. También es un acto de la 
administración y no una ley en sentido estricto, porque el decreto por el que se aprueba lo 
expide una sola de las Cámaras del Congreso de la Unión y no ambas. Tampoco está 
dirigido en forma general y abstracta a regular de modo directo la conducta de todos los 
gobernados, sino que rige para los sujetos obligados por la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria de todas las entidades en cuanto a la administración y gasto 
de los recursos públicos que integran el presupuesto; de modo que el proyecto de 
presupuesto no tiene su génesis en un estricto proceso legislativo, sino que, se reitera, lo 
crea originariamente el Poder Ejecutivo Federal y la Cámara de Diputados lo aprueba 
anualmente, previo examen y discusión e, incluso, puede modificarlo, con lo cual, los 
representantes del pueblo electos democráticamente tienen una intervención constitucional 
exclusiva para determinar o fijar los montos y destino del gasto público. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Queja 75/2016. Colectivo Chuhcán, A.C. y otra. 16 de junio de 2016. Unanimidad de votos. 
Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Lucero Concepción Hernández Sánchez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2015444  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de octubre de 2017 10:37 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.8o.A.4 CS (10a.)  
 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN. CONTRA SU APROBACIÓN 
(DECRETO) POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE 
AMPARO. 
 
La aprobación del Presupuesto de Egresos de la Federación es una facultad exclusiva de 
la Cámara de Diputados, prevista en el artículo 74, fracción IV, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. Por otra parte, el presupuesto está dirigido a regular el 
ejercicio del gasto público y, en ese sentido, es un acto materialmente administrativo con 
contenido y finalidad de administración de los recursos públicos, que proviene de una 
colaboración entre el Poder Ejecutivo Federal que lo proyecta y la Cámara de Diputados 
que lo aprueba. Así, en la medida en que es una facultad exclusiva, se erige como una 
potestad soberana y discrecional, porque únicamente puede ser ejercida por la Cámara de 
Diputados, con exclusión de la de Senadores que, en este rubro, deja de ser colegisladora, 
porque no participa en la aprobación de una iniciativa que origine una ley en sentido formal 
y material. En estas condiciones, si la aprobación (decreto) del presupuesto es un acto de 
colaboración republicana y su ejercicio es exclusivo de la Cámara de Diputados, se trata de 
un acto soberano, inherente a la representación que ésta ostenta. Por tanto, contra dicho 
acto el juicio de amparo es improcedente, porque la acción constitucional no puede incidir 
en el ejercicio de esa facultad exclusiva. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Queja 75/2016. Colectivo Chuhcán, A.C. y otra. 16 de junio de 2016. Unanimidad de votos. 
Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Lucero Concepción Hernández Sánchez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2015447  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de octubre de 2017 10:37 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.7o.A.156 A (10a.)  
 

PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA. LA LEY FEDERAL RELATIVA 
ES INAPLICABLE A LOS PROCEDIMIENTOS DE FISCALIZACIÓN SEGUIDOS ANTE 
LA CONTRALORÍA GENERAL DEL OTRORA INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. 
 
De conformidad con sus artículos 1, 2, fracciones XII y XV, 3, 4, fracción III y 5, fracción I, 
inciso b), dicho ordenamiento es reglamentario de las disposiciones constitucionales en 
materia de programación, presupuestación, aprobación, ejercicio, control y evaluación de 
los ingresos y egresos públicos federales, por lo que resulta aplicable a todos los entes 
públicos que ejerzan recursos públicos federales; su interpretación, para efectos 
administrativos y exclusivamente en el ámbito de competencia del Ejecutivo Federal, 
corresponde a las Secretarías de Hacienda y Crédito Público y de la Función Pública, 
mientras que, por lo que hace a los Poderes Legislativo y Judicial y a los entes autónomos, 
sus respectivas unidades de administración podrán establecer las disposiciones generales 
correspondientes. Asimismo, de esos preceptos se advierte que los ejecutores de gasto, 
entre los que se encuentra el otrora Instituto Federal Electoral, cuentan con autonomía 
presupuestaria, sin que deban sujetarse a las disposiciones generales emitidas por las 
dependencias señaladas, ya que se encuentran sujetos a la normativa, evaluación y control 
de sus propios órganos. Por tanto, la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria es inaplicable a los procedimientos de fiscalización seguidos ante la Contraloría 
General del órgano mencionado, pues lo son las disposiciones emitidas por ésta, por ser la 
autoridad facultada para fijar criterios en la realización de auditorías, procedimientos, 
métodos y sistemas necesarios para la fiscalización y revisión de los recursos a cargo de 
las diversas áreas y órganos del instituto, en términos del artículo 391, numeral 1, inciso a), 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, vigente hasta el 23 de 
mayo de 2014. Lo anterior, pues es la propia Constitución la que otorga independencia al 
Instituto Federal Electoral en el ejercicio de las funciones que le corresponden, lo que 
implica también que goza de plena autonomía en el ámbito de su fiscalización, al 
establecerse desde la Ley Fundamental la existencia de su Contraloría General, la cual 
cuenta con atribuciones para fiscalizar, con autonomía técnica y de gestión, todos sus 
ingresos y egresos, lo que conlleva también la facultad de expedir sus propias disposiciones 
en lo que concierne a sus funciones de fiscalización. 
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SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 507/2016. José Antonio Jiménez Galindo. 6 de julio de 2017. Unanimidad 
de votos. Ponente: Alejandro Sergio González Bernabé. Secretario: Alejandro Lucero de la 
Rosa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2015445  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de octubre de 2017 10:37 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.8o.A.5 CS (10a.)  
 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN. SU ADICIÓN O MODIFICACIÓN 
EN DETERMINADOS RAMOS NO CONSTITUYE UNA OMISIÓN LEGISLATIVA. 
 
La omisión legislativa se configura cuando el legislador soslaya, en su ejercicio obligatorio 
o potestativo, implementar prerrogativas constitucionales o desarrollar cláusulas de símil 
naturaleza, a efecto de hacerlas operativas y eficaces. Ahora bien, el presupuesto citado es 
un acto positivo ya existente. Por tanto, su adición o modificación en determinados ramos, 
aun cuando se le atribuyan vicios consistentes en dejar de atender o disminuir algunos 
rubros, no constituye una omisión legislativa. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Queja 75/2016. Colectivo Chuhcán, A.C. y otra. 16 de junio de 2016. Unanimidad de votos. 
Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Lucero Concepción Hernández Sánchez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2015312  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de octubre de 2017 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CXLVIII/2017 (10a.)  
 

DERECHO DE RÉPLICA DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS. PREVALECE EL INTERÉS 
DE LA SOCIEDAD DE RECIBIR INFORMACIÓN ACLARATORIA. 
 
El estándar de malicia efectiva que se ha desarrollado en relación con la determinación de 
los límites a la libertad de expresión y los derechos de la personalidad, no resulta aplicable 
al ejercicio del derecho de réplica de funcionarios públicos. El ejercicio de este derecho 
debe proceder independientemente de la intención del informador en la difusión de la 
información falsa o inexacta. La interacción entre el derecho de réplica de funcionarios 
públicos y la libertad de expresión dista de ser comparable con el conflicto entre los 
derechos de la personalidad de funcionarios públicos y la libertad de expresión. La réplica 
lejos de contraponerse a la libertad de expresión, amplía su vertiente social o colectiva. El 
ejercicio de este derecho por funcionarios públicos no sólo les otorga la oportunidad de 
aclarar la información falsa o inexacta que les causa un agravio, sino que garantiza a la 
sociedad el acceso a información de relevancia pública y, en este sentido, su ejercicio es 
en interés de la sociedad, pues se equilibra el proceso informativo que nutre el debate 
público. La exigencia de que se actualice malicia efectiva para la réplica de funcionarios 
públicos reduciría el acceso a información aclaratoria de los ciudadanos a aquellos casos 
en que se demuestre la intención de dañar del medio de comunicación, lo que no encuentra 
justificación, pues lo que protege nuestro ordenamiento constitucional es la difusión de 
información veraz e imparcial, en consecuencia, basta la difusión de información falsa o 
inexacta que cause un agravio para que proceda la réplica, aun cuando los errores 
informativos se cometan de forma culposa, involuntaria o inevitable. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 91/2017. Consorcio Interamericano de Comunicación, S.A. de C.V. y 
otras. 23 de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretaria: Natalia Reyes Heroles Scharrer. 
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Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2015443  
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PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LA DENEGACIÓN DE AJUSTES RAZONABLES, LA 
FALTA DE ACCESIBILIDAD EN EL ENTORNO FÍSICO Y LA RESTRICCIÓN EN EL 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA QUE SOLICITEN, CONSTITUYEN UNA 
CONDUCTA DISCRIMINATORIA QUE GENERA RESPONSABILIDAD 
ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS FEDERALES QUE LA 
COMETIERON. 
 
Las personas con discapacidad, entendidas como aquellas que por razón congénita o 
adquirida presentan una o más deficiencias de carácter físico, mental, intelectual o 
sensorial, ya sea permanente o temporal, que al interactuar con las barreras que les impone 
el entorno social, impiden su inclusión plena y efectiva en igualdad de condiciones con los 
demás, constituyen un grupo vulnerable, cuyos derechos fundamentales deben ser objeto 
de una protección con mayor intensidad por parte de todas las autoridades que conforman 
el Estado, a fin de lograr su plena inclusión a la sociedad en un marco de respeto, igualdad 
y equiparación de oportunidades. Por su parte, la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la 
Discriminación, en su artículo 1, segundo párrafo, fracción III, define como discriminación, 
toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que, por acción u omisión, con intención 
o sin ella, no sea objetiva, racional ni proporcional y tenga por objeto o resultado 
obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de 
los derechos humanos y libertades, cuando se base en, entre otros motivos, las 
discapacidades. Asimismo, en su numeral 9, fracciones XVIII, XXII Bis y XXII Ter, establece 
como conductas discriminatorias, respectivamente, la restricción en el acceso a la 
información, salvo en aquellos supuestos que se establezcan por las leyes nacionales e 
instrumentos jurídicos internacionales aplicables; la falta de accesibilidad; y, la denegación 
de ajustes razonables, aislada o conjuntamente. Por tanto, la denegación de ajustes 
razonables, la falta de accesibilidad en el entorno físico y la restricción en el acceso a la 
información pública que soliciten las personas con discapacidad, constituyen una conducta 
discriminatoria que genera responsabilidad administrativa de los servidores públicos 
federales que la cometieron, según lo dispone el artículo 79 Ter del ordenamiento 
mencionado. 
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SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 300/2016. Martín Fonseca Rendón. 15 de junio de 2017. Unanimidad 
de votos. Ponente: Alejandro Sergio González Bernabé. Secretario: Alejandro Lucero de la 
Rosa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INSTITUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. NORMAS DE DERECHO INTERNO Y 
CONVENCIONALES QUE PUEDEN SUSTENTAR EL SENTIDO DE SUS FALLOS, PARA 
PRIVILEGIAR LA SOLUCIÓN MÁS FAVORABLE AL EJERCICIO PLENO DEL 
DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DE LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 
 
El acceso a la información pública es un derecho fundamental contenido en el artículo 6o., 
apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que su 
ejercicio por personas con alguna discapacidad, obliga al órgano constitucional autónomo 
mencionado a aplicar las normas relativas al derecho sustantivo señalado, bajo un enfoque 
que privilegie la solución más favorable a su ejercicio pleno, esto es, preferir aquella 
interpretación que haga eficaz el cumplimiento de la norma sustantiva. Así, existen 
disposiciones contenidas en ordenamientos diversos, tanto de derecho interno como de 
carácter convencional, que pueden sustentar el sentido de sus fallos, como la Ley General 
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, de observancia en todo el país y 
aplicable no sólo a la administración pública centralizada y paraestatal, sino también, entre 
otros, a órganos como el aludido; la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación 
y, en el plano supranacional, la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad y la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra las Personas con Discapacidad, cuya regulación en los temas 
relativos a la no discriminación, accesibilidad e implementación de ajustes razonables, es 
acorde con la legislación de derecho interno, destacando el deber del Estado Mexicano y, 
por ende, de las autoridades que lo conforman, previsto en el numeral 21 del primero de los 
instrumentos internacionales citados, de adoptar todas las medidas pertinentes para que 
las personas con discapacidad puedan ejercer, entre otros, el derecho a recabar, recibir y 
facilitar información en igualdad de condiciones con las demás personas y mediante 
cualquier forma de comunicación que elijan. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 300/2016. Martín Fonseca Rendón. 15 de junio de 2017. Unanimidad 
de votos. Ponente: Alejandro Sergio González Bernabé. Secretario: Alejandro Lucero de la 
Rosa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INSTITUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. COMO AUTORIDAD DEL ESTADO, ESTÁ 
OBLIGADO A PROMOVER, RESPETAR, PROTEGER Y GARANTIZAR LOS 
DERECHOS HUMANOS, AL INTERPRETAR EL ORDEN JURÍDICO DE SU 
COMPETENCIA, FAVORECIENDO EN TODO TIEMPO A LAS PERSONAS LA 
PROTECCIÓN MÁS AMPLIA. 
 
Conforme al artículo 6o., apartado A, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales es un organismo autónomo, especializado, imparcial, 
colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica, de 
gestión, capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su 
organización interna, responsable de garantizar el cumplimiento de los derechos de acceso 
a la información pública y a la protección de datos personales en posesión de los sujetos 
obligados; se trata, por tanto, de una autoridad en la materia a que se refiere su 
denominación y, en consecuencia, sujeta, como todas las demás del Estado, a la obligación 
impuesta en el artículo 1o. de la Ley Fundamental, de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos, lo que se logra al interpretar el orden jurídico de su 
competencia a la luz y conforme a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y 
en los tratados internacionales en los que México es Parte, favoreciendo en todo tiempo a 
las personas la protección más amplia. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 300/2016. Martín Fonseca Rendón. 15 de junio de 2017. Unanimidad 
de votos. Ponente: Alejandro Sergio González Bernabé. Secretario: Alejandro Lucero de la 
Rosa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO DE URGENTE RESOLUCIÓN. LOS VICIOS EN SUS 
FORMALIDADES NO SON OPONIBLES EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN 
PLANTEADOS EN EL JUICIO DE AMPARO. 
 
Si bien es factible impugnar una ley o decreto por contravenir los artículos 14 y 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, específicamente por vicios en el 
proceso de su creación frente a las formalidades que la normativa secundaria 
correspondiente prevé, lo cierto es que, por virtud de la irradiación del principio de instancia 
de parte agraviada, los vicios que se expongan contra ese proceso deben repercutir en un 
derecho que tutele al quejoso o que tenga alguna afectación en su esfera de derechos -
directa o indirectamente-, toda vez que sólo así el estudio respectivo y una eventual 
sentencia protectora podrán justificarse. Ahora, tratándose del procedimiento de urgente y 
obvia resolución -que implica la dispensa de trámites en la etapa de discusión y aprobación 
de una ley o decreto-, sus violaciones sólo pueden abordarse desde la consideración del 
principio de deliberación parlamentaria, conforme al cual se pugna por el derecho de 
participación de las fuerzas políticas con representación en condiciones de igualdad y 
libertad, es decir, de que se permita tanto a las mayorías como a las minorías 
parlamentarias expresar y defender su opinión en un contexto de deliberación pública. En 
ese tenor, como ese principio no tutela a los particulares, sino a los grupos parlamentarios, 
es evidente que al reclamarse leyes o decretos, las eventuales irregularidades en ese 
procedimiento no tienen un impacto que pueda redundar en los derechos al debido proceso 
y de legalidad reconocidos por los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal y, por ende, 
no son oponibles en los conceptos de violación planteados en el juicio de amparo. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 105/2017. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito, el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur y el 
Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con 
residencia en Xalapa, Veracruz. 23 de agosto de 2017. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina 
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Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 616/2015, el sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California 
Sur, al resolver el amparo en revisión 559/2015 (cuaderno auxiliar 992/2015) y el diverso 
sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el amparo en revisión 254/2013 
(cuaderno auxiliar 136/2014). 
 
Tesis de jurisprudencia 133/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del seis de septiembre de dos mil diecisiete.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 23 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 


